
  
    [image: Cubierta]
  




  
    [image: Portada]
  


  
    Prólogo


    El libro de Gloria Valencia constituye un magnífico reconocimiento a los actores que crearon el nuevo Banco de la República luego de la Constitución de 1991. Analiza 54 episodios “centrales” en sus 30 años de historia, con base en las Actas de la Junta Directiva, en múltiples documentos internos del Banco, así como en cerca de 60 entrevistas a presidentes, dirigentes gremiales, gerentes y a casi todos los codirectores y ministros de Hacienda. Tristemente nos han dejado algunos de ellos: Carlos Ossa, Guillermo Perry, Roberto Junguito (entrevistados para este libro), Luis Bernardo Flórez y Juan Mario Laserna. He convencido a la doctora Valencia para que continúe su trabajo hasta el año 2023, cuando el Banco de la República cumple “sus primeros” 100 años, con lo cual se podrán entrevistar otros codirectores y ministros.


    Aprendí historia, economía y economía política, y me divertí muchísimo con un sinnúmero de maravillosas anécdotas. El primer grupo de nueve episodios (Capítulo 1), en la administración Gaviria, apunta en buena medida al diseño de la nueva institución, y el segundo (Capítulo 2), a la reacción del expresidente Samper y de sus ministros Perry (principalmente) y Ocampo a esos arreglos iniciales. También, analiza las discusiones relacionadas con el impacto de los grandes desequilibrios macroeconómicos que se fueron gestando durante la segunda parte de los años noventa.


    Los once episodios del Capítulo 3, en la administración Pastrana, enfatizan el impacto y el manejo de la crisis de 1999 y el diseño del esquema de inflación objetivo. Varios de los doce episodios escogidos en las dos administraciones del expresidente Uribe (Capítulo 4) se relacionan con la fuerte revaluación de la tasa de cambio y con las medidas que se adoptaron durante la crisis internacional de 1998-1999. La revaluación continuó durante los primeros años de la administración Santos (Capítulo 5), pero luego hubo alta inflación (y devaluación) al caer el precio internacional del petróleo en 2014. Además se presentó la crisis de InterBolsa. El libro termina con cuatro episodios en la administración Duque (Capítulo 6), entre los cuales se presenta uno sobre el manejo de la pandemia reciente. En cada capítulo se escogieron episodios novedosos, entre los cuales mencionaría la administración de la cultura (Gaviria), los billetes vallenatos (Samper), los tres ceros del peso (Pastrana), los comités consultivos (Uribe), la caída de InterBolsa (Santos) y la venta de oro (Duque).


    Como debería ser, varios de los episodios se refieren a las enormes dificultades que ocasionó la reducción de la inflación, desde niveles cercanos al 30 % hasta el 3 % que hoy tenemos como meta de mediano plazo. Las altas expectativas de inflación finalmente cedieron luego de la gran recesión de 1999, se adoptó el nuevo régimen monetario de inflación objetivo, y el país aprendió a vivir con una inflación baja y estable y crecimiento moderado.


    En forma un poco arbitraria quisiera referirme, a continuación, a algunos de los otros temas tratados en el libro.


    ¿POR QUÉ UN BANCO CENTRAL INDEPENDIENTE Y CÓMO CREARLO?


    Como menciona la autora, el 9 de octubre de 1990 la Corte Suprema de Justicia consideró que no se podía limitar la facultad soberana del pueblo y que, por tanto, había campo para expedir una nueva Constitución y discutir todos los temas (no solo los diez en que se pensó originalmente). Ello permitió a Francisco Ortega, a Rudolph Hommes y a varios de los constituyentes impulsar la construcción de un nuevo banco central independiente que, como sugerían varios trabajos teóricos y empíricos del momento, contribuyera a reducir la inflación sin castigar el crecimiento económico de mediano plazo.


    Los trabajos internacionales que evalúan la independencia de los bancos centrales consideran como factores negativos en el diseño institucional la inclusión del ministro de Hacienda en la Junta1 y que nuestros codirectores no sean nombrados por largos períodos fijos; como sabemos, en Colombia cada presidente (en su segundo año de mandato) escoge o ratifica a las dos personas que por ley salen cada cuatro años, sin importar el momento en que ingresaron. Y como factores positivos, que el gerente sea nombrado por la misma Junta y no por el presidente2, y que el Banco se financie con los ingresos provenientes de las reservas internacionales y no con recursos del presupuesto nacional. La cultura tiene un financiamiento propio. Me pareció divertido y correcto el argumento del exministro Hommes según el cual se requieren muchos (cinco) codirectores para hacer contrapeso a un poderoso ministro de Hacienda.


    Hubo varias propuestas del ministro Perry y un proyecto del gobierno que se movió en el Congreso en 1996, y luego una propuesta del presidente Uribe para que el Banco manejase la política monetaria y el Gobierno la política cambiaria, las cuales, afortunadamente, no fructificaron. Sabemos que al fijarse la tasa de cambio se anula la política monetaria contracíclica cuando existe una relativa movilidad de capitales. Sabemos, además, que es imposible controlar las revaluaciones reales que ocurrieron entre 1990-1997 y 2003-2012, y que en general obedecen a “buenas noticias” cuando mejoran los términos de intercambio, ingresan capitales o crece la economía.


    Varios episodios discuten el mandato del banco central. En Australia se ordena contribuir al bienestar de los ciudadanos, en los Estados Unidos existe un mandato dual (inflación y crecimiento) y en Europa solo se ordena velar por una inflación baja y estable. Hoy sabemos que, al menos bajo ciertas circunstancias, el Banco puede lograr una inflación baja y estable, propender por un crecimiento del PIB no inflacionario (llamado natural en algunos medios) y contribuir a mejorar la distribución del ingreso al evitar el impuesto más regresivo imaginable, como es la inflación.


    La sentencia de la Corte Constitucional de julio de 1999 parece balanceada al mencionar que “si el Banco de la República tuviera exclusivamente la función de controlar la inflación […] no tendría sentido la expresión según la cual la Junta debe ejercer sus funciones en coordinación con la política económica general”. Afortunadamente, no prosperó el polémico artículo que tramitó el gobierno Pastrana en el Congreso en 1999 según el cual “La política económica general velará por la equidad social, el aumento de la productividad, el pleno empleo y el mantenimiento de la capacidad adquisitiva de la moneda, y le dará prioridad a la inversión social”.


    ALGUNAS LECCIONES (Y DISCUSIONES) RELACIONADAS CON LA CRISIS DE 1999 Y LAS ENSEÑANZAS DEL RÉGIMEN DE INFLACIÓN OBJETIVO



    Según Urrutia y Llano (2012) la recesión de 1999 fue generada por tres crisis económicas diferentes: una crisis hipotecaria y de construcción local, una crisis económica internacional detonada en Asia y una crisis financiera interna. Todo ello, en un ambiente de fuerte deterioro de las finanzas públicas y de la cuenta corriente, con agentes altamente endeudados en dólares y con una reducción enorme en nuestras reservas internacionales. Como dice el refrán: las penas son cobardes y nunca vienen solas. Por todo ello la crisis fue especialmente fuerte en Colombia (y Ecuador y Venezuela) cuando se compara con otros países de la región o con las otras “recesiones” de nuestra historia; el PIB cayó un 4,5 % en 1999 y “solo” -1,6 % en la anterior gran recesión en 1931, y el crecimiento del desempleo fue uno de los mayores cuando se compara con otras crisis en diversos países.


    Se presentaron amplios desequilibrios fiscales y de cuenta corriente, con un mercado laboral enormemente rígido, y con un modelo de desarrollo insostenible que trataba de aislar el sector vivienda del resto de la economía. Y la existencia de la banda cambiaria y el complejo sistema monetario que manejaba el Banco en ese momento llevaron las tasas de interés a niveles cercanos al 70 % en algunos meses.


    El régimen de inflación objetivo, adoptado a finales de 1999 en Colombia, ha permitido manejar mucho mejor la economía. Se sustituyó el complejo sistema de corredores monetarios, cambiarios y de tasas de interés por otro donde el objetivo de política es la tasa de interés a un día. Además, en el nuevo esquema flota la tasa de cambio y se otorga un papel central a las expectativas de inflación. Ello ha permitido bajar las tasas de interés en forma drástica durante los choques externos desfavorables de 2008-2010 y en la crisis reciente. Así, por ejemplo, la tasa de interés interbancaria descendió desde el 10 % a mediados de agosto de 2009 hasta el 3 % en marzo de 2010; y desde el 7,75 % en febrero de 2017 hasta el 1,75 % a finales de 2020.


    LA CRISIS RECIENTE DEL CORONAVIRUS



    La humanidad sufrió una de las peores crisis históricas en 2020 y 2021, con resultados poco satisfactorios para Colombia. El PIB cayó 6,8 % en 2020, el desempleo saltó a niveles superiores al 20 % en algunos meses de ese año (principalmente el de mujeres y jóvenes), y los índices de pobreza monetaria, que habían descendido de manera importante entre 2012 y 2018, superaron el mal nivel de 2012 en 2020.


    El Banco hizo su trabajo. Amplió de manera considerable la liquidez en la economía, redujo drásticamente las tasas de interés de política, obtuvo un incremento en las reservas internacionales del país mediante la compra de dólares y la ampliación de la llamada línea de crédito flexible (LCF) con el Fondo Monetario Internacional (FMI) y obtuvo utilidades por un monto que equivale a siete veces las utilidades históricas del Banco en el período 1990-2018 (no se incluyen los años en que las utilidades fueron negativas) y a dos reformas tributarias “normales”. Cinco de los 17 300 millones de dólares de la línea de crédito flexible con el FMI fueron a financiar los gastos del gobierno durante 2020 y 2021. Todas estas acciones aparecen analizadas en el magnífico libro de la doctora Valencia.


    Juan José Echavarría Soto

  


  
    
      
        1 Se ha mencionado, sin embargo, que la presencia del ministro en la Junta fue muy útil para obtener el apoyo político necesario en los tiempos en que la inflación era aún excesiva.

      


      
        2 En otros países lo escoge el presidente, frecuentemente con ratificación del Congreso.
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    Este libro rinde homenaje a los integrantes de la Junta Directiva que han fallecido: Francisco Ortega (1994), Luis Bernardo Flórez (2011), Juan Mario Laserna (2016), Carlos Ossa (2019), Guillermo Perry (2019) y Roberto Junguito (2020). Sus nombres han quedado inscritos en la historia del Banco de la República, pues cada uno contribuyó en su momento a la construcción de esta maravillosa institución.

  


  
    Introducción


    La historia del Banco de la República es rica y variada en acontecimientos. Desde 1923 la entidad ha desempeñado un papel fundamental en el acontecer económico del país y ha estado involucrada en importantes episodios de la vida nacional1.


    Desde entonces, diversos autores han escrito sobre los cambios que ha sufrido el Banco en su naturaleza jurídica y en sus funciones, lo que ha ayudado a entender cómo llegó a ser una de las instituciones más reconocidas del país. Uno de los libros más difundidos sobre la historia del Banco de la República lo escribieron Adolfo Meisel, Alejandro López y Jorge Enrique Ibáñez, entre otros, en 1990. Los dos economistas investigaron los archivos del profesor Kemmerer, en la Universidad de Princeton, y examinaron documentos e información que no habían sido publicados y que aportaron al entendimiento del nacimiento de la banca central colombiana en 1923.


    En el trabajo que ahora presentamos la historia se enfocará en los episodios más relevantes, ocurridos en los últimos treinta años desde la reforma de 1991, cuando se le otorgó independencia política y autonomía patrimonial y técnica, y la Junta Directiva se convirtió en autoridad monetaria, cambiaria y crediticia.


    Este libro quiere dejar constancia de una época crucial en la vida del Banco, mediante relatos o reseñas de los eventos relevantes, en lo posible narrados de forma amena y de fácil comprensión (lo técnico se dejó a otros autores) y con anécdotas y detalles de sus protagonistas.


    No se pretende juzgar las decisiones de política monetaria que tomó la Junta Directiva en los diversos momentos, como tampoco las actuaciones de sus codirectores de manera individual. Claro está, no se desconocerán algunas de las controversias generadas en varias decisiones de política.


    Se nutrió de estudios de muchos investigadores, de documentos, actas y escritos del Banco de la República; de entrevistas realizadas a todos los codirectores que han pasado por la institución, gerentes, ministros de Hacienda y del testimonio de terceros, quienes, desde sus órbitas, como la academia y el Gobierno, también han sido testigos y contribuido a esta historia.


    Muchos episodios narrados en este libro, algunos aún no contados, o no en su totalidad (hasta el momento), ayudarán a entender lo complejo que puede resultar la toma de decisiones y a dimensionar el cambio institucional que sufrió la entidad a partir de la Constitución de 1991. A lo largo de ellos también quedará reflejada la solidez técnica y el liderazgo que han caracterizado a los codirectores que han pasado por el Banco de la República en estas tres décadas.


    El trabajo está estructurado en seis capítulos. Están precedidos por un breve antecedente histórico de la gran reforma institucional, con énfasis en la forma como la propuesta logró incluirse en la Asamblea Nacional Constituyente en 1991.


    Se hace también referencia a la Junta Monetaria y su composición, y cómo algunos de sus asesores luego hicieron parte de la Junta Directiva del Emisor. En este capítulo se presenta una matriz que permite mostrar algunos datos importantes del grupo de codirectores de dedicación exclusiva, gerentes del Banco y ministros de Hacienda de la época.


    El primer capítulo está centrado en los acontecimientos económicos ocurridos durante el gobierno de César Gaviria (1990-1994) y algunos pormenores curiosos de lo que fue la elección de la primera Junta Directiva provisional y de la primera Junta Directiva en propiedad. Se enfoca en las tareas iniciales de la corporación, entre ellas la elaboración de la Ley 31 del Banco, expedida en 1992. Así mismo, se relata el retiro del gerente general, Francisco Ortega, gran motivador e impulsor de la reforma.


    El segundo capítulo corresponde a los episodios que tuvieron desarrollo durante el gobierno del presidente Ernesto Samper Pizano (1994-1998). Se ocupa de los primeros relevos en el equipo de codirectores; de algunos intentos fallidos por reformar al Banco; de las tensiones entre la Junta Directiva y el Ejecutivo por el manejo de la política monetaria y cambiaria, y del llamado robo del siglo a la sucursal del Banco en Valledupar.


    El tercer capítulo se adentra en el complicado entorno económico que caracterizó el período presidencial de Andrés Pastrana (1998-2002), con el propósito de explicar cómo enfrentó la Junta Directiva la recesión económica, la grave crisis financiera, los ataques a la banda cambiaria (y su desmonte) y la caída de la unidad de poder adquisitivo constante, UPAC (con las críticas y demandas que vinieron posteriormente). Este capítulo se detiene en el importante episodio de la negociación con el Fondo Monetario Internacional (FMI) y en uno de los grandes hitos en la historia de la Junta Directiva: llevar la inflación a un dígito.


    El cuarto capítulo abarca los dos períodos de gobierno del presidente Álvaro Uribe Vélez (2002-2010). En este capítulo se abordan los grandes retos de la política monetaria, en medio de la persistente revaluación de la moneda. Se ocupa también de los difíciles pulsos que sostuvo la Junta Directiva con el Gobierno debido a muchas decisiones de política. Igualmente, se hace referencia a la crisis financiera internacional de 2008 y la forma como se enfrentó en el país.


    El quinto capítulo corresponde a las administraciones del presidente Juan Manuel Santos (2010-2018). Los episodios narrados tienen que ver con la búsqueda de la meta de inflación de largo plazo, las dificultades que se presentaron en el camino y su consolidación final. Igualmente, se relata el desafío que representó el choque externo que recibió la economía con el desplome del precio del petróleo desde mediados de 2014 y la forma como resolvió la Junta Directiva la compleja coyuntura de fuerte devaluación del peso, desaceleración económica y aceleración temporal de la inflación.


    El trabajo termina con el sexto capítulo, donde se relatan los episodios que tuvieron lugar en el gobierno del presidente Iván Duque.


    
      
        1 Mediante la Ley 25 de julio de 1923 (sancionada el 11 de dicho mes) se creó el Banco de la República como banco central colombiano. Se organizó como sociedad anónima con un capital original de 10 millones de pesos oro, de los cuales un 50 % lo aportó el Gobierno y la diferencia los bancos comerciales nacionales, extranjeros y algunos particulares. Fue el segundo banco central de América Latina; el primero fue el de Perú, que se estableció en 1922. La apertura del Banco de la República, programada para enero de 1924, se adelantó seis meses (para el 23 de julio de 1923), debido a la crisis del Banco López (uno de los principales establecimientos financieros de la capital colombiana), la cual amenazaba con extenderse a otros bancos bogotanos. En esta difícil circunstancia, el profesor Edwin W. Kemmerer desempeñó un papel destacado y fue él quien le propuso al presidente Pedro Nel Ospina que se organizara la apertura inmediata del Banco Emisor (véase Meisel, et al., 1990).

      

    

  


  * * *


  Al lector:


   


  Este libro fue escrito para ser leído en el orden que el lector considere. Los episodios son pequeñas historias independientes y contextualizadas, de tal manera que a quienes desconozcan o no recuerden antecedentes del Banco de la República no se les dificulte su comprensión. Esta metodología nos lleva a ofrecer disculpas a quienes, al leer el libro de corrido, encuentren información reiterativa.


  
    Breve antecedente histórico


    Mucha agua ha corrido bajo el puente desde el nombramiento de aquella primera Junta Directiva provisional con la que arrancó esta gran época del Banco de la República.


    Naturalmente, antes de entrar por los variados acontecimientos del período, un relato como este obliga a hacer un breve repaso histórico de los antecedentes que llevaron a la creación del actual Banco de la República.


    El proyecto de reforma al Banco de la República fue una de las iniciativas económicas más importantes que estudió la Asamblea Nacional Constituyente en 1991.


    Aunque la propuesta de emprender un cambio económico tan significativo no estaba en los planes iniciales de los promotores de la Constituyente, el momento sí fue visto como una gran oportunidad por quienes, desde antes de la reforma constitucional, soñaban y aspiraban con la total autonomía del Banco de la República2.


    Esta ventana de oportunidad no podía dejarse pasar, pues como dice Roberto Steiner (2017), “la gran mayoría de las reformas económicas del presidente Gaviria se habían aprobado por el Congreso durante el último trimestre de 1990 y no estaba dentro de los planes del presidente impulsar reformas adicionales en el corto plazo”.


    Así las cosas, fue un acierto que el proyecto se lograra incorporar dentro del paquete de iniciativas que apoyaría el gobierno del presidente César Gaviria en los debates de la Constituyente3.


    En este punto vale la pena recordar que, inicialmente, la Asamblea Constituyente se reuniría para reformar la Constitución solo en diez temas, y no para expedir una nueva Carta Política4.


    Pero el 9 de octubre de 1990, la Corte Suprema5, en sentencia S-138, consideró que no se podía limitar la facultad soberana del pueblo, por tanto, habría campo para expedir una nueva Constitución y regular todo lo que se quisiera.


    Esta trascendental decisión cambió el panorama y alentó a Francisco Ortega, entonces gerente del Banco de la República, a considerar la posibilidad de impulsar una reforma.


    El destacado economista pensaba que el grado de autonomía del Banco era relativo en los campos operativos y de administración, pero, en cambio, consideraba muy limitada “la autonomía en el ejercicio de las funciones propiamente monetarias, que para todo banco central es un objetivo crítico porque de ella depende en buen grado el acertado manejo de los instrumentos monetarios” (Ortega, 1990: 22).


    Tras el fallo de la Corte Suprema, Ortega, apoyado en su asesor jurídico Jorge Enrique Ibáñez, y quien había sido subdirector de Derecho Público Económico del Banco, concluyó que este era el momento de promover los cambios, antes de que alguien externo lo hiciera.


    Según la anécdota histórica, en la noche del 9 de octubre de 1990, Ortega e Ibáñez sostuvieron una conversación que sería determinante para el futuro del Banco6. El gerente le preguntó a su asesor si ahora, sin límites en los temas, cualquiera podría introducir modificaciones al Banco de la República. La respuesta de Ibáñez fue categóricamente afirmativa.


    Francisco Ortega estaba dispuesto a transitar por este camino, aunque sabía muy bien el complejo terreno que pisaba, al tratar de impulsar una reforma al Banco de la República sin contar con el apoyo del ministro de Hacienda del momento, Rudolf Hommes.


    Según relata Alberto de Brigard, entonces secretario privado de la Gerencia General del Banco, por esos días Ortega comentó a sus colaboradores más inmediatos que había explorado, informalmente, la receptividad del ministro Hommes para incluir el tema de banca central en la reforma constitucional, pero que esta había sido nula (De Brigard, 1995: 25).


    Hay que recordar que Ortega y Hommes eran dos pesos muy pesados en el escenario económico del momento. Tenían serias diferencias en materia económica y las tensiones saltaban a la vista. Uno de esos pulsos lo narró así el propio exministro de Hacienda:


     


    Cuando comenzamos a elaborar las reformas (en el gobierno Gaviria), nosotros presentamos un proyecto de Ley para modificar el Estatuto Cambiario y él (Ortega) llevó al Congreso otro. El día que se hizo la primera reunión en el Legislativo para debatir la que sería la Ley 9.a de 1991, Ortega repartió en todas las casillas su proyecto, que era más o menos continuar con la misma cosa. Entonces, se paró un senador y dijo, ¿cuál de los dos proyectos es y quién es el ministro de Hacienda? Eso creó una tensión muy fuerte.7


     


    A propósito de este pulso, hay una anécdota que relata Roberto Steiner en el perfil profesional de Francisco Ortega publicado en el libro Tres banqueros centrales. Señala que, a pesar de ser el miembro del equipo económico a quien menos le apasionaba la reforma al Estatuto Cambiario, a Ortega le correspondió adelantar una incómoda tarea. El presidente Gaviria le encargó comunicarle al expresidente Carlos Lleras Restrepo (padre del Decreto-Ley 444 de 1967) que el Gobierno pretendía presentar a consideración del Congreso un proyecto que, en últimas, ponía fin a un cuarto de siglo de control de cambios. El presidente Lleras le dio luz verde a la iniciativa.


    Según Fernán Bejarano, último secretario de la Junta Monetaria y primero de la Junta Directiva del Banco, si bien Hommes y Ortega compartían la visión de un banco central independiente, tenían profundas diferencias en otros aspectos de la mayor trascendencia.


    Hommes apoyó la participación del ministro en la Junta (como se verá más adelante, una característica muy atípica de Colombia), pero estuvo en contra de que el Banco de la República continuara asignando créditos sectoriales como lo hacía en el pasado la Junta Monetaria. En especial, cuestionaba que el banco central se dedicara a extender crédito de fomento con recursos de emisión.


    De hecho, recién salido de la Junta Monetaria, Hommes publicó un artículo muy crítico de las funciones del Banco de la República. En este documento advirtió sobre la necesidad de aislar al Banco del sistema político, mantener el principio de que no puede crear ni asignar arbitrariamente liquidez a favor de alguien (como lo hacía corporativamente la Junta Monetaria) y suprimir los cupos para los establecimientos de crédito y todo el sistema de asignación del crédito de fomento (Hommes, 1988: 27-31).


    Retomando el hilo de los acontecimientos que llevaron a la inclusión del proyecto de reforma en la Asamblea Constituyente, Jorge Enrique Ibáñez relata que Francisco Ortega le pidió el estudio que venía adelantando sobre los bancos centrales en el mundo, principalmente en Europa, y la propuesta de reforma que tenía para el caso colombiano. Este era un trabajo base que Ibáñez preparaba para un doctorado que se alistaba a comenzar8.


    Esta versión coincide con el relato de Fernán Bejarano, quien cuenta la siguiente anécdota: “Pacho insistió mucho en la reforma9 y había un funcionario (Jorge Enrique Ibáñez) que había preparado un documento muy importante sobre la independencia de los bancos centrales. El estudio decía que cuando son independientes, el control de la inflación es muy eficiente. El Bundesbank era el modelo”10.


    Según el testimonio de Ibáñez, el gerente le informó que analizaría su propuesta, la que consideraba bien intencionada, pero algo “revolucionaria”, por lo que también consultaría con el exministro de Hacienda, Hugo Palacios Mejía, quien lo había antecedido en la gerencia del Banco (1982-1985) y quien ya había trabajado una reforma.


    Cabe señalar que Palacios Mejía11 también era partidario de un banco central moderno, como era la tendencia mundial. Incluso, varios autores consideran que la transformación del Banco, de alguna manera, tuvo su origen en el exministro y exgerente del Emisor, quien llegó a preparar en 1985 un borrador confidencial con propuesta de reforma, pero no se concretó12.


    Alberto de Brigard (1995: 25) ratifica que, el 19 de noviembre de 1990, Ortega le pidió a Palacios una propuesta de reforma constitucional que diera mucha independencia al Banco de la República.


    Tras analizar los distintos estudios, se sabe que Ortega coincidió mucho más con el documento de Ibáñez. Aunque tomaría apartes de los planteados por el exministro, tenía sustanciales diferencias con este. Por ejemplo, en lo referente a que el Banco de la República tendría como función exclusiva reglamentar y ejecutar la política monetaria y cambiaria, separando las funciones relativas a la política crediticia. Además, Palacios proponía que el presidente de la República le fijara a la Junta Directiva metas de inflación y de reservas internacionales que debían cumplirse al final del año siguiente13.


    También, siguiendo el ejemplo de Nueva Zelanda, Palacios planteaba que los codirectores no pudieran ser reelegidos para el cargo si no cumplían la meta de inflación (Palacios, 1990).


    De acuerdo con De Brigard (1995: 26), Ortega rechazó este planteamiento desde la primera discusión del borrador, “pues estaba convencido de que los objetivos de política no podrían expresarse en unas metas cuantitativas rígidas, que muchas veces no dependerían exclusivamente de la política monetaria”.


    Las reuniones internas en el Banco de la República para elaborar el anteproyecto de ley que pudieran llevar a la Asamblea Constituyente se hicieron en absoluta reserva. La mayoría de las veces tenían lugar en la sede de la institución, a la medianoche, pues no querían que se llegase a filtrar una línea antes de que el presidente Gaviria lo conociera.


    Después de terminar de elaborar la propuesta, en noviembre, Francisco Ortega le entregó personalmente el documento al primer mandatario, con la intención de que lo incluyera en las propuestas de reforma constitucional que el Gobierno estaba confeccionando con todos sus asesores para ser discutido en la Constituyente.


    Ibáñez (2001) lo describió así: “Fue el Banco de la República bajo la dirección de su gerente general, Francisco Ortega Acosta, la entidad que formalmente elaboró y presentó el 29 de noviembre de 1990 al Gobierno Nacional, para su aceptación e inclusión en su proyecto de reforma constitucional un articulado sobre el banco central con la correspondiente exposición de motivos”.


    Sobre este mismo episodio, Néstor Humberto Martínez (2013: 37), para aquella época superintendente bancario, hace la siguiente referencia:


     


    Así fue como el gerente del Banco de la República de entonces, [el] economista Francisco Ortega Acosta, le propuso directamente al presidente de la República un articulado para gestar el banco central autónomo, con miras a que fuera incorporado en el proyecto que el gobierno debía presentar a la Asamblea Nacional Constituyente. El presidente Gaviria, quien había sido ministro de Hacienda del gobierno anterior y compañero de Ortega Acosta en el equipo económico del Presidente Barco, acogió con entusiasmo la iniciativa y la hizo propia, aún sin conocer la opinión del ministro de Hacienda y Crédito Público de la época, Rudolf Hommes Rodríguez.


     


    Sin duda, saltarse a Hommes, en un tema de su total resorte (pues era ministro de Hacienda y presidía la Junta Monetaria) podría verse como un acto hostil de parte del gerente del Banco.


    Años después, Hommes reconoció que le molestó la actuación de Ortega y así se lo hizo saber al presidente Gaviria: “le dije que nombrara entonces a Ortega de ministro de Hacienda”, recuerda. El jefe de Estado supo manejar la situación y pidió que nadie renunciara. Los dos tendrían que defender sus ideas en la Asamblea Constituyente y que ganara el mejor argumento. Al final todos tuvieron algo que ceder.


    La propuesta de reforma que elaboró el Banco generó inmediatamente reacción negativa de parte de Hacienda. Según Hommes (1995: 34), “por una parte se despojaba al ministerio de atribuciones que poseía y de su preeminencia indiscutible en materia cambiaria y crediticia. Por otra parte, existía la sospecha de que la junta que tenía en mente la administración del Banco era una de bolsillo del gerente, como lo había sido hasta entonces la junta del Banco”.


    Es importante anotar que el presidente César Gaviria también estaba convencido de la importancia del cambio en la banca central, tendencia que se estaba imponiendo en todo el mundo. Además, porque, como se ha dicho, había evidencia estadística de que la autonomía de los bancos centrales coincidía con menores tasas de inflación.


    Según Hommes (1995: 35), un argumento contundente del presidente Gaviria en favor de la independencia del Banco era el siguiente: “Imagínese que salga electo Navarro o Samper”. Se refería, dice, a que era necesario contar con una institución fuerte e independiente que defendiera la racionalidad económica.


    Pasado el tiempo, Gaviria confirmó que desde el gobierno de Virgilio Barco, cuando fue ministro de Hacienda, comenzó a articular algunas ideas sobre el papel que debía desempeñar el banco central y los cambios que habría que introducirle. Eran ideas que compartía con los entonces asesores de la Junta Monetaria, Rudolf Hommes y Armando Montenegro14.


    En síntesis, el primer proyecto de reforma partió de la iniciativa de Ortega, pero fue el presidente Gaviria quien tomó la decisión de incluirlo en el temario presentado a la Asamblea Constituyente. Aunque si bien adoptó la propuesta, el jefe de Estado era partidario de algunas modificaciones.


    TRÁNSITO POR LA CONSTITUYENTE



    El 9 de diciembre de 1990 fueron elegidos los setenta miembros de la Asamblea Constituyente que se instalaría el 5 de febrero del año siguiente.


    Para conformar la mesa directiva, la Alianza Democrática M-19 (AD-M19), el Partido Liberal y el Movimiento de Salvación Nacional llegaron a un acuerdo para tener una presidencia tripartita. Así las cosas, la Asamblea fue presidida por Antonio Navarro Wolf, de la AD-M19; Álvaro Gómez Hurtado, conservador del Movimiento de Salvación Nacional, y Horacio Serpa, del Partido Liberal. La Asamblea Constituyente se organizó en cinco comisiones permanentes15.


    Según Hommes, se acordó que, en los temas económicos, la dirección del debate sería responsabilidad del ministro de Hacienda y del director del Departamento Nacional de Planeación (DNP).


    Ellos defenderían el proyecto de banca central del Gobierno, introduciéndole algunas reformas en cuanto a la composición y autonomía de su Junta Directiva (Hommes, 1995: 35).


    Realmente, el proyecto se discutió en dos comisiones diferentes. El ministro de Hacienda defendió sus posiciones en la Tercera, dedicada a los asuntos de Gobierno y Congreso, donde tenía importantes aliados, empezando por Alfonso Palacio Rudas, destacado constituyente liberal, quien se había inscrito en dicha comisión, pero luego tendría una participación muy activa en la plenaria cuando se discutió el tema de la banca central.


    Entre tanto, el Banco de la República se concentró en la Comisión Quinta, dedicada a los asuntos económicos, sociales y ecológicos. Aunque Francisco Ortega no tenía mucha influencia política, sí consiguió hacer un gran trabajo de convencimiento entre las distintas bancadas, sin tener que asistir a las sesiones.


    Con su equipo realizó un intenso lobby en busca de apoyos en la AD-M19, el Partido Conservador y el Movimiento de Salvación Nacional. Desde un comienzo mandó preparar un archivo (dossier) con toda la información sobre el proyecto de reforma y los estudios de banca central en el mundo.


    Alberto de Brigard (1995: 28) considera que la capacidad de persuasión y el prestigio personal de Francisco Ortega pesaron mucho en el momento de decidir transferir, del Gobierno al Banco, la autoridad en materia monetaria, cambiaria y de crédito.


    La campaña que hizo la administración del Banco, en busca de un apoyo más amplio sobre las bondades de tener un banco central independiente, también incluyó a economistas, analistas y centros de investigación. Igualmente se acudió a publicaciones en las Notas Editoriales del Banco de la República y en la prensa nacional.


    En la Comisión Quinta (que estudiaría el articulado del proyecto) Hommes tenía sus propios aliados. Contaba con el apoyo de los constituyentes Guillermo Perry e Iván Marulanda. También con Néstor Humberto Martínez, para el momento superintendente bancario, y José Elías Melo, secretario de la Junta Monetaria.


    Según Guillermo Perry (2019: 237), el proyecto elaborado por el Banco tenía algunos inconvenientes y excesos, y no fue fácil llegar a acuerdos. “Mi gran amigo Pacho Ortega no quería que se le cambiara ni una coma y el ponente en la Asamblea, Carlos Ossa Escobar, no facilitó mucho el consenso”, dijo años después.


    Claramente, la propuesta original del Banco difería de la incorporada por el gobierno en su proyecto “Reforma integral de la Constitución”, por lo que había que buscar un pronto consenso.


    El constituyente Carlos Lleras de la Fuente (1995: 53) señala que el 22 de febrero de 1991 funcionarios del Banco y algunos constituyentes se sentaron a manteles para mirar las diferencias entre los dos proyectos. Confiesa que los asistentes, y él mismo, conocedores de los argumentos del Banco, se convirtieron en defensores de los propósitos que perseguía la entidad, por encontrarlos mejor fundamentados que los textos gubernamentales.


    Finalmente, la ponencia fue elaborada por una subcomisión integrada por los delegatarios Carlos Ossa Escobar (luego sería codirector del Banco de la República), Rodrigo Lloreda Caicedo, Antonio Yepes Parra, Carlos Lemos, Óscar Hoyos e Ignacio Molina Giraldo. El informe se presentó a la Comisión el 18 de abril de 1991 y fue aprobado, después de modificaciones, el 3 de mayo.


    Cabe anotar que la Asamblea Nacional Constituyente funcionó por medio de comisiones entre el 5 de febrero y 16 de mayo de aquel año. Luego, el debate de los proyectos se concentró en las plenarias (para primera y segunda vuelta) para llegar a la nueva Carta Política de Colombia.


    Tras ser aprobado en la Comisión Quinta, el proyecto de banca central pasó a primer debate en la plenaria de la Asamblea el 17 de mayo de 1991.


    En esta sesión se presentaron numerosas propuestas sustitutivas, por lo que se designó una comisión accidental para que las resolviera y elaborara un texto conciliado. Esta fue integrada por Ignacio Molina, Carlos Lemos y Carlos Ossa del grupo de ponentes, y por Alfonso Palacio Rudas, Iván Marulanda, Augusto Ramírez Ocampo y Carlos Lleras de la Fuente en representación de quienes presentaron propuestas sustitutivas.


    Un tema que suscitó gran controversia fue el cambiario. El grupo del ministro Hommes sostenía que la política cambiaria debía ser competencia del Gobierno y no del Banco. En esto lo acompañaba el constituyente Guillermo Perry, opositor de entregarle la función de autoridad cambiaria al banco central. Muchos años después, en Decidí contarlo, Perry (2019: 64) escribió:


     


    A mí me preocupaba, y así lo manifesté desde un principio (incluso escribí una columna en El Tiempo sobre este tema), que el proyecto inicial podía prestarse a que el Banco, para bajar la inflación, simplemente mantuviera sobrevaluado el peso y con ello desestimulara las exportaciones, afectara negativamente el crecimiento económico y pudiera incluso llegar a provocar una crisis cambiaria.


     


    El ministro, a su turno, pensaba que con la propuesta original que impulsaba Ortega, el Gobierno perdería toda injerencia sobre el manejo cambiario, lo cual no tenía mucho sentido desde el punto de vista técnico. Años después, sobre este particular agregó que “se hubiera tenido que derogar la Ley 9.ª de 1991 sobre el régimen cambiario, sin ser reemplazada, porque el Banco hubiera podido reinar soberano sobre el panorama cambiario. Esto no les apetecía a los liberales y mucho menos a Hacienda” (1995: 38)16.


    Según Rudolf Hommes, José Elías Melo argumentó que se trataba de dos funciones diferentes. Después de fuertes discusiones se logró un acuerdo. La redacción final la acordaron Alfonso Palacio Rudas y Jorge Enrique Ibáñez, previa consulta con el ministro de Hacienda y el gerente del Banco de la República17.


    En la Comisión Tercera, con Alfonso Palacio Rudas a la cabeza, se defendía la tesis que indicaba que el Banco de la República ejercería sus funciones de regulación monetaria, cambiaria y crediticia con sujeción a la política económica del Gobierno.


    En la Comisión Quinta se pensaba que la redacción del artículo debía decir en coordinación con la política económica. Esto, porque ni el Gobierno debía quedar supeditado a lo que señalara el Banco ni este a lo que dijera el Ejecutivo.


    Sobre este particular se logró un acuerdo que dejó a todos tranquilos, entre ellos al constituyente Guillermo Perry, quien había trabajado insistentemente en este punto18.


    El 4 de julio de 1991 la Asamblea Nacional Constituyente terminó su tarea y el 7 de dicho mes se promulgó la nueva Constitución.


    El capítulo de banca central autónoma fue incorporado en el título XII (Del Régimen Económico y de la Hacienda Pública), como capítulo 6, que incluye 3 artículos (371, 372 y 373).


    Finalmente, después de tanta lucha, Rudolf Hommes reconoce que cuando se mira con la perspectiva de los años, desde que se aprobó el proyecto, y viendo en acción al Banco de la República autónomo, no puede hacer otra cosa que felicitar a la Constituyente.


    FIN DE LA JUNTA MONETARIA



    Promulgada la nueva Constitución, la Junta Monetaria, que había sido creada 28 años atrás, cesó sus funciones. Sesionó por última vez el 26 de junio de 1991, dándole paso a la naciente Junta Directiva del transformado Banco de la República.


    Un breve antecedente histórico muestra lo polémico que fue este organismo y cómo, al final, sus más duros críticos urgían su eliminación, lo que, en últimas, también impulsó el ánimo reformista de la banca central.


    La Junta Monetaria fue creada durante el gobierno del presidente Guillermo León Valencia, por autoría del ministro de Hacienda de entonces, Carlos Sanz de Santamaría (1962-1964), un destacado liberal que llegó a la cartera en una coyuntura económica muy compleja y quien contó con la asesoría técnica de su secretario general, Hernando Gómez Otálora (quien en varias oportunidades estuvo a cargo de la cartera de Hacienda).


    Con este cuerpo colegiado de naturaleza gubernamental el Estado recuperó las funciones en materia monetaria que habían quedado en manos privadas en 195119.


    Sin embargo, se generó un dualismo en las atribuciones20. Así, la política monetaria, cambiaria y crediticia quedó en cabeza de la Junta Monetaria, mientras que la ejecución de dichas políticas pasó a manos de la Junta Directiva y del gerente general del Banco de la República, además de las funciones de dirección de la institución.


    Otro asunto muy polémico fue su integración. De ella hacían parte los ministros de Hacienda (quien la presidía), de Fomento (luego Ministerio de Desarrollo) y de Agricultura; el director del DNP; el secretario económico de la Presidencia; el superintendente bancario (quien acudió a partir del 21 de febrero de 1968) y el gerente del Banco de la República, quien era una especie de “bisagra” entre el Gobierno y el Banco mismo. Más adelante, desde enero de 1969 se integró al director del Incómex.


    También hacían parte de este organismo dos asesores con carácter permanente (de libre nombramiento y remoción) que fueran profesionales de reconocida preparación teórica y experiencia en materias monetaria y cambiaria y en economía general, producción y comercio exterior.


    Para los críticos de esta figura, en la práctica, esta dupla de asesores no era ni independiente ni autónoma, pues era nombrada por el ministro de Hacienda. Además, en las deliberaciones de la Junta tenía voz, pero no voto.


    Carlos Caballero Argáez, integrante de la Junta Monetaria entre 1984-1986, difiere de esa apreciación, por lo menos durante su paso por ella. Señala que la influencia de los dos asesores, en las decisiones y en el buen curso de la moneda, fue muy grande (Caballero, 2007). En alguna época la experiencia mostró que estaban más dispuestos a luchar contra la inflación que el propio Gobierno.


    El Banco de la República tenía su propio equipo técnico que les prestaba apoyo a los dos asesores de la Junta Monetaria y, naturalmente, al gerente general.


    En esta relación se presentaron constantes roces. Rudolf Hommes, quien hizo parte del grupo de asesores de la Junta Monetaria al lado de Armando Montenegro, en 1986 (en el gobierno del presidente Virgilio Barco, y siendo ministro de Hacienda César Gaviria), reconoce que tuvieron muchos choques con el grupo de técnicos que tenía Francisco Ortega en el Banco21 y con el propio gerente.


    Ya en la última etapa de la Junta Monetaria los asesores cobraron mayor protagonismo. El ministro de Hacienda, César Gaviria, les dio gran poder y prácticamente eran los voceros del gobierno.


    Los dos últimos asesores, antes de la reforma constitucional de 1991, fueron Ulpiano Ayala y Hernando José Gómez. Curiosamente, este último es hijo de Hernando Gómez Otálora, funcionario del Ministerio de Hacienda en 1963, cuando se creó la Junta Monetaria.


    En general, puede decirse que entre 1964 y 1972 la Junta Monetaria funcionó bien, con un nivel de inflación promedio del 10,3 % y un valor máximo del 14,4 % en 1965. Además, en 1967, cuando el presidente Carlos Lleras Restrepo modificó la Ley 1.ª de 1959 y expidió el Decreto 444 (Estatuto Cambiario), la Junta desempeñó un papel muy importante, en especial, por las facultades de regulación cambiaria.


    Pero a partir de 1973 la política de fomento económico tomó mucha más fuerza y la Junta Monetaria se volvió un órgano de carácter gubernamental (con excepción, claro, del gerente del Banco de la República). La inflación promedio en 1973-1990 fue del 24,2 %, con un valor máximo del 32,4 % en 1990.


    Críticos del modelo pensaban que se debía acabar con la bifurcación de la banca central, que hacía que la regulación estuviera en cabeza de la Junta Monetaria o del Gobierno que tenía competencias, desde la Reforma Constitucional de 1968, para ejercer la intervención sobre el banco de Emisión.


    Francisco Ortega cuestionaba que, al estar integrada, principalmente, por funcionarios del gobierno, quienes a su vez tenían la responsabilidad de otros frentes de la actividad económica, se generaban incompatibilidades para el ejercicio independiente de la función de regulación monetaria. Esto hacía que perdieran autonomía técnica y administrativa para asumir plenamente la tarea esencial de velar por el poder adquisitivo de la moneda (Ortega, 1990).


    Rudolf Hommes fue otro duro crítico de la Junta Monetaria. En la revista Estrategia Económica y Financiera (1988)22 escribió lo siguiente:


     


    Debe ser claro que los ministros [de] Agricultura y Desarrollo (y su subalterno del Incómex) no tienen otra cosa que hacer en la Junta Monetaria que presionar para que los gremios que posan de representantes de la opinión p[ú]blica en su respectivo sector, adquieran una tajada creciente de la base monetaria y del crédito de Fomento. Esta es la razón para sacarlos de la Junta y con ellos el crédito de fomento.


     


    Para César Gaviria también tenía muchas fallas. Pasado el tiempo, señaló que en la Junta Monetaria se sentaban a repartirse la emisión entre distintos fondos y para todo tipo de propósitos. Según el expresidente, en particular, se abusó al comienzo del gobierno de Belisario Betancur, “cuando se tomó la mala decisión de tumbar casi las reservas internacionales a base de crear fondos en la Junta Monetaria. Eso nos dejó una mala experiencia y empezamos a pensar que era hora de tener un banco central independiente”.


     


    
      
        
          CUADRO 1.


          ASESORES DE LA JUNTA MONETARIA

        


        
          
            

            
          

          
            
              	
                NOMBRE

              

              	
                PERÍODO

              
            


            
              	
                Francisco Ortega

              

              	
                1970-1975

              
            


            
              	
                Eduardo Sarmiento

              

              	
                1974-1978

              
            


            
              	
                Juan Camilo Restrepo

              

              	
                1975-1977, 1978-1981

              
            


            
              	
                Haroldo Calvo

              

              	
                1977-1978

              
            


            
              	
                Luis Eduardo Rosas

              

              	
                1978-1982

              
            


            
              	
                Jorge García García

              

              	
                1981-1982

              
            


            
              	
                Juan Carlos Jaramillo

              

              	
                1982-1984

              
            


            
              	
                Fernando Montes N.

              

              	
                1982-1984

              
            


            
              	
                Manuel Ramírez

              

              	
                1984-1985

              
            


            
              	
                Carlos Caballero A.

              

              	
                1984-1986

              
            


            
              	
                Gilberto Gómez A.

              

              	
                1985-1987

              
            


            
              	
                Armando Montenegro

              

              	
                1986-1989

              
            


            
              	
                Rudolf Hommes R.

              

              	
                1987-1988

              
            


            
              	
                Javier Fernández Riva

              

              	
                1988-1990

              
            


            
              	
                Jaime Jaramillo Vallejo

              

              	
                1989-1991

              
            


            
              	
                Ulpiano Ayala

              

              	
                1991

              
            


            
              	
                Hernando José Gómez

              

              	
                1990-1991

              
            


            
              	
                 


                Fuente: elaboración de la autora con base en el Cuadro 1 del artículo “¿lmporta la independencia? el caso del Banco Central colombiano”, M. Cárdenas y Z. Partow, Coyuntura Económica, vol. 28, XXX núm. 2, junio 1998, pp. 103-130.

              
            

          
        

      

    


     


    En resumen, como lo señalan Antonio Hernández y Jaime Jaramillo, durante casi toda su existencia, “la composición de la Junta Monetaria y las políticas que siguió fueron objeto de controversia por parte de quienes consideraban que esa institución no tenía un compromiso con la estabilidad de los precios” (Hernández y Jaramillo, 2017: 187).


    Entre la última sesión de la Junta Monetaria23 y la primera de la nueva Junta Directiva del Banco de la República (provisional) transcurrieron treinta días. La recién designada autoridad monetaria, cambiaria y crediticia asumió sus funciones el 25 de julio de 1991.


    En el Cuadro 1 aparecen los nombres de los asesores que tuvo la Junta Monetaria desde 1970. Como se puede observar, fueron destacados profesionales de reconocida calidad técnica.


    LA NUEVA JUNTA INDEPENDIENTE



    Uno de los cambios más profundos de la reforma al Banco de la República fue elevar al plano constitucional la composición de su Junta Directiva, en temas específicos como el período legal de permanencia de sus miembros, el número de directores que tendría, la autoridad encargada de su designación y el esquema de rotación.


    El artículo 372 de la Carta Política señala que la Junta Directiva del Banco de la República estará conformada por siete miembros: el ministro de Hacienda, quien la preside; el gerente general del Banco (elegido por la Junta Directiva) y cinco miembros de dedicación exclusiva, nombrados por el presidente de la República para períodos prorrogables de cuatro años, pudiendo reemplazar dos de ellos a mitad de su período de gobierno.


    Con esto se buscó reforzar el espíritu de independencia de la Junta Directiva y evitar los riesgos de una posible injerencia política en la selección de los codirectores. Al reflexionar sobre esa decisión, años después, el expresidente Gaviria afirma que no era bueno que un Gobierno pudiera nombrar la totalidad de la Junta del Banco. “El populismo es algo que en Colombia nunca ha prosperado, pero no estamos inmunes a que suceda algún día. La fórmula de elección nos ayudó a matar esos temores que eran válidos”24.


    Esto, sin embargo, tuvo fuertes discusiones en los debates de la Constituyente. De hecho, se plantearon otras alternativas, como lo recuerda Roberto Steiner (2017: 59), integrante del equipo técnico del Banco y quien junto con otros funcionarios de la entidad trabajó a órdenes de Ortega durante el proceso de la reforma:


     


    Muy influenciados por lo que considerábamos las mejores prácticas en banca central en ese momento, le sugerimos a Ortega que: i) para darle legitimidad política a la Junta Directiva, sus miembros deberían ser ratificados por el Congreso; y ii) para darle mayor credibilidad al Banco como autoridad monetaria con un mandato de estabilidad de precios, en la Junta Directiva del Banco de la República no debería estar presente el Gobierno. Afortunadamente, Ortega descartó de plano la primera sugerencia. Curiosamente, aceptó a medias la segunda, y consideró apropiado proponer que de la Junta Directiva hiciera parte algún ministro del despacho.


     


    En una versión inicial del proyecto (trabajado dentro del Banco) la presencia del Gobierno en la Junta, a través de algún ministro del despacho, brillaba por su ausencia. Sobre este particular, el gerente Francisco Ortega pensaba que, en aras de buscar la total independencia, era mejor excluir al Gobierno.


    Hay que señalar que aquel proyecto de reforma al Banco de la República se basó en el modelo chileno, que, a su vez, tomó el esquema del Bundesbank (banco central alemán).


    Jorge Enrique Ibáñez lo explica así:


     


    Nos basamos en el banco central alemán que era el modelo en Europa en los años 80. La primera ley en Latinoamérica con algunos lineamientos del Bundesbank fue la reforma chilena de 1988. En el banco alemán tampoco tenía asiento el ministro de Hacienda. En el caso nuestro, la idea era separarlo totalmente y trasladarle las funciones de la Junta Monetaria a la Junta Directiva del Banco.25


     


    Sin embargo, posteriormente, Francisco Ortega cedió y aceptó que algún ministro integrara la Junta Directiva, lo que claramente significaba que lo fuera el titular de la cartera de Hacienda.


    El ministro Rudolf Hommes, por su parte, proponía que el ministro presidiera la Junta. No decía explícitamente que el de Hacienda, pero por razones obvias se entendía que se trataba de este26.


    El presidente César Gaviria era partidario de buscar mecanismos de coordinación entre el Banco de la República y el Gobierno, lo que justificaba la presencia del ministro de Hacienda en la Junta.


    Según Ibáñez, Francisco Ortega le pidió directamente que mirara este tema que sugerían desde la Casa de Nariño. “Esa idea salió de la reunión del presidente Gaviria con el gerente Ortega”27, relató para este libro.


    Curiosamente, no todos en el gobierno veían conveniente la presencia del ministro en la Junta del Banco. Según Hommes (1995: 42):


     


    […] hubo voces muy respetables dentro del gobierno, como la del Director de Planeación Nacional [Departamento Nacional de Planeación], Armando Montenegro, que consideraban que el manejo económico sería mucho más claro si el ministro de Hacienda no fuera siquiera miembro de la Junta y no asistiera a ella. De esta manera, la Junta tendría que responder por sus actos y no esconderse detrás del gobierno.


     


    Finalmente, la ponencia que estudió la Comisión Quinta de la Asamblea Constituyente defendió los argumentos que respaldaban la presencia del ministro de Hacienda en la Junta Directiva:


     


    El hecho de que la Junta esté integrada por un ministro del despacho quien la presidirá y que sus demás integrantes sean nombrados por el presidente de la República, hace que necesariamente deba existir una estrecha coordinación entre el manejo de la política monetaria y el manejo de la política fiscal. Una no debe estar subordinada a la otra y viceversa, sino que ambas deben orientarse en forma armónica a regular la actividad económica del país con una misma finalidad. De esta manera se garantiza que el gobierno tenga la influencia necesaria en la formulación de las políticas monetaria, cambiaria y de crédito y en la ejecución de estas.


     


    La historia les ha dado la razón. Para Miguel Urrutia, primer gerente general del Banco en la nueva era, la presencia del ministro de Hacienda se ha justificado. Así lo analizó tiempo después:


     


    La participación del gobierno en la Junta, a través del ministro de Hacienda, era algo natural. En la Junta Monetaria era el primero entre pares. Se necesitaba su voto para tomar decisiones. Entonces siempre hubo la idea de incluirlo. A nivel internacional fue medio sorprendente porque cuando se independizaron los bancos centrales en muchos países, el ministro de Hacienda no presidía la Junta [tampoco formaba parte de ella]. Sin embargo, en Colombia había esa tradición, por lo tanto, era como lógico continuarla. Yo la defendí mucho. Hubo un estudio internacional que recomendaba que no debería estar el ministro de Hacienda, sino que fuera totalmente independiente; por ejemplo, Salomón Kalmanovitz escribió que no debería estar, yo sostuve que era importante su presencia porque en el Congreso en cualquier momento de dificultad iba a ser importante que el ministro de Hacienda defendiera las posiciones del Banco, cosa que ocurrió históricamente.28


     


    Consultado sobre la presencia del ministro de Hacienda en la Junta del Banco, el expresidente Gaviria señaló que se logró un equilibrio razonable. “Finalmente, en este país, mucha de la responsabilidad del manejo económico está en el ministro de Hacienda, por lo tanto, sustraerlo por completo de la Junta hubiera sido inconveniente”29.


    Menos polémica, pero igualmente interesante, resultó la idea de incluir al gerente del Banco como miembro de la Junta Directiva. Al final, los constituyentes llegaron a la conclusión de que se trataba de un organismo atípico que no se ocupaba de asuntos administrativos internos, por tanto, la actuación del gerente en dicho organismo no generaba incompatibilidades.


    Sin embargo, sobre este particular, el exministro de Hacienda Rudolf Hommes (1995: 45) afirma que la discusión se centró en si era conveniente que el gerente fuera miembro de la Junta o solo asistiera a ella con voz, pero sin voto, como ejecutor de la política que ella decidía. “En esta discusión, sin mayor profundidad teórica y con débiles argumentos de lado y lado, finalmente ganó la tesis de que tendría que ser miembro de la Junta con todas las atribuciones, además de su investidura como cabeza legal del Banco”, afirma.


    Durante los debates del proyecto de reforma, algunos constituyentes se mostraron partidarios de que la Junta Directiva estuviera integrada por cinco miembros, otros propusieron tres y, finalmente, se acogió la fórmula de siete, incluyendo al ministro de Hacienda y al gerente general del Banco.


    Años después, la Misión Alesina (2000), además de proponer excluir al ministro de Hacienda de la Junta Directiva, sugirió reducir el número de codirectores de dedicación exclusiva de cinco a tres y la ampliación del período de los codirectores a siete años. También propuso que en el mecanismo de selección se buscara que el término de los períodos individuales fuera independiente de la voluntad del poder Ejecutivo. Pero estas solo fueron sugerencias, que finalmente no se impusieron.


    Cabe anotar que Alberto Alesina siempre fue muy crítico de la llamada coordinación entre el Gobierno y la Junta Directiva: en 1999, en un almuerzo con la corporación (al cual también estuvo invitado el exministro de Hacienda Antonio Urdinola), afirmó que no era bueno coordinar con un mal socio, pero si el socio era bueno, ¿para qué coordinar?, se preguntaba.


    Lo cierto es que, al cabo del tiempo, hay que decir que el número de codirectores ha funcionado bien, pues resultó apropiado para tener una representativa partidista, regional e ideológica30. En el libro editado por José Darío Uribe sobre la historia del Banco de la República, Hommes y Melo (2017: 375) escriben lo siguiente:


     


    Se discutió bastante el tamaño de la Junta, a fines de que no fuera “tan” numerosa, y se llegó a ese número de cinco miembros permanentes con la idea un poco estrafalaria de ser suficiente para compensar, al menos en número, la presencia del ministro de Hacienda en sus discusiones; la historia no ha permitido, dado que sus miembros los elige el presidente, quitar el ascendiente que tiene el ministro de Hacienda en ella. En todo caso, con la designación específica del gerente y el hacerlo parte de la Junta Directiva se evitó que se replicara una doble organización, una para propósitos administrativos y otra para propósitos de política económica.


     


    Además, como dice Clavijo (2000), el caso del Banco de la República se ubica por debajo del número promedio de miembros de una muestra amplia de bancos centrales del mundo (7 vs. 8). Y de alguna manera la evidencia empírica muestra que un número reducido de miembros en cualquier junta termina sesgando la toma de decisiones.


    Acerca de la designación de los miembros de la Junta Directiva hay que reconocer que los presidentes de la República han mostrado su preocupación por escoger profesionales competentes, de amplia trayectoria y prestigio profesional.


    Esto se ha ratificado durante estos años de autonomía e independencia. En la mayoría de las veces los miembros de Junta Directiva han llegado a esta instancia en una etapa alta del desarrollo de sus carreras. Fuera de las calidades técnicas y humanas que han mostrado, también se han fogueado en diferentes faenas de la vida económica del país.


    En cuanto a la rotación de los codirectores, la norma señala que los miembros de dedicación exclusiva y el gerente general tendrán períodos fijos de cuatro años, prorrogables dos veces, con lo cual pueden permanecer hasta doce años en el cargo.


    Y como se señaló, dos de los cinco miembros de dedicación exclusiva son reemplazados por el presidente de la República una vez haya transcurrido la mitad de su mandato.


    Sobre este aspecto, cabe mencionar que en el trámite de la reforma hubo otras propuestas. En el proyecto inicial que defendía el Banco se llegó a considerar un mecanismo escalonado de rotación, con un período máximo de diez años.


    Sin embargo, esta propuesta fue modificada en la Comisión Quinta. El autor de la fórmula que finalmente se aprobó fue Fernando Coral Villota31, asesor del constituyente Carlos Ossa Escobar, y quien afirmó, años después, que el mecanismo se le ocurrió con la idea de que la Junta tuviera una renovación parcial.


    Carlos Ossa, de la AD-M19, y luego codirector del Banco, la acogió y la defendió en el trámite de la Comisión Quinta. En la ponencia que estudió esta Comisión se habló de un período de cinco años para los miembros de dedicación exclusiva, pero en la plenaria se modificó a cuatro años con el propósito de que cada gobierno hiciera dos cambios a mitad de su período. De esa manera se reafirmaba la independencia de la Junta.


    Hay que mencionar también que el esquema de rotación no ha estado exento de críticas. Desde aquellos primeros años algunos analistas advirtieron que la facultad de nombrar dos miembros de dedicación exclusiva, en adición al ministro de Hacienda, podría llevar a que el presidente de la República tuviera algún grado de influencia sobre tres de los siete votos de la Junta Directiva. E incluso, el balance podría ser aún más favorable para el gobierno si renunciara uno de los codirectores antes de su período.


    Frente a este particular, cabe recordar lo dicho por Antonio Hernández, al comentar la propuesta de la Misión Alesina. Señaló, entonces, que hubiera sido conveniente que el período de los codirectores fuera de siete años y que el término de los períodos individuales fuera independiente de la voluntad del poder Ejecutivo. De esa manera, dijo, el presidente en ejercicio no decidiría al mismo tiempo, como hoy sucede, cuáles de los miembros de la Junta terminan su período y cuáles no. Esto daría certidumbre a la tenencia del cargo por los directores y eliminaría suspicacias sobre la independencia de la Junta en los meses previos a los nombramientos. Como han señalado algunos críticos del mecanismo actual, el problema se originó cuando los cinco codirectores originales fueron nombrados por cuatro años. En los Estados Unidos, y en muchos países del mundo, se nombran los miembros por un período fijo (y largo) de años, sin posibilidades de reelección.


    Con respecto a estas dudas, y como se verá a lo largo del libro, la composición de la Junta Directiva, en los distintos períodos presidenciales, no ha alterado la independencia de este cuerpo colegiado y tampoco ha comprometido la de sus codirectores de manera individual.


    La Carta Política, y luego la Ley 31 de 1992, estableció los lineamientos para la designación de los miembros de la Junta Directiva, los mismos que refuerzan su independencia técnica y profesional.


    Se estableció que los codirectores elegidos por el presidente de la República deben tener dedicación de tiempo completo y no representar a ningún sector específico de la economía. Además, deben haber desempeñado cargos públicos o privados con reconocida eficiencia y honestidad32.


    Lo cierto es que la elección de los miembros de la Junta Directiva del Banco de la República se ha convertido en un asunto muy importante en la política económica del país.


    Antes de comenzar a contar los episodios más relevantes en estos treinta años, vamos a detenernos en algunas particularidades de este cuerpo colegiado, el gran protagonista de esta historia.


    CARACTERÍSTICAS DE UNA LARGA LISTA



    Desde julio de 1991, cuando el presidente César Gaviria designó la Junta Directiva, hasta la fecha33, veintinueve profesionales de la economía, el derecho, la ingeniería y la filosofía han integrado este cuerpo directivo de dedicación exclusiva (Cuadro 2).


    Como dato curioso, ocho codirectores asumieron al cargo antes de los 40 años: Hernando José Gómez (36); Néstor Humberto Martínez (37); Leonardo Villar (37); Juan Mario Laserna (38); Juan Pablo Zárate (38); Ana Fernanda Maiguashca (39); Bibiana Taboada (39) y Mauricio Villamizar (39). El gerente más joven al momento de su posesión ha sido José Darío Uribe (47 años).


     


    
      
        CUADRO 2. CODIRECTORES DE DEDICACIÓN EXCLUSIVA QUE HAN PERTENECIDO A LA JUNTA DIRECTIVA DESDE 1991 HASTA LA FECHA

      

    


    
      
        
          

          

          

          

          
        

        
          
            	
              CODIRECTOR

            

            	
              LUGAR Y AÑO DE NACIMIENTO

            

            	
              PREGRADO Y UNIVERSIDAD

            

            	
              EDAD AL INGRESAR A LA JUNTA

            

            	
              AÑO DE RETIRO DE LA JUNTA DIRECTIVA

            
          

        

        
          
            	
              1991

            

            	
               

            

            	
               

            

            	
               

            

            	
               

            
          


          
            	
              Carlos Ossa (†)

            

            	
              Manizales, 1947

            

            	
              Economista, U. de los Andes

            

            	
              44

            

            	
              1993

            
          


          
            	
              Miguel Urrutia

            

            	
              Bogotá, 1939

            

            	
              Economista, U. de Harvard

            

            	
              52

            

            	
              1993

            
          


          
            	
              Néstor H. Martínez

            

            	
              Bogotá, 1954

            

            	
              Abogado y economista, U. Javeriana

            

            	
              37

            

            	
              1992

            
          


          
            	
              Roberto Junguito (†)

            

            	
              Bogotá, 1943

            

            	
              Economista, U. de los Andes

            

            	
              48

            

            	
              1999

            
          


          
            	
              María Mercedes Cuéllar

            

            	
              Bogotá, 1946

            

            	
              Economista, U. de los Andes

            

            	
              45

            

            	
              1996

            
          


          
            	
              1993

            

            	
               

            

            	
               

            

            	
               

            

            	
               

            
          


          
            	
              Salomón Kalmanovitz

            

            	
              Barranquilla, 1943

            

            	
              Filósofo y economista, U. New Hampshire

            

            	
              50

            

            	
              2005

            
          


          
            	
              Hernando J. Gómez

            

            	
              Manizales, 1957

            

            	
              Economista, U. de los Andes

            

            	
              36

            

            	
              1997

            
          


          
            	
              Óscar Marulanda

            

            	
              Pereira, s. i.

            

            	
              Ingeniero civil, U. Javeriana

            

            	
              s. i.

            

            	
              1997

            
          


          
            	
              1996

            

            	
               

            

            	
               

            

            	
               

            

            	
               

            
          


          
            	
              Antonio Hernández

            

            	
              Sincé (Sucre), 1944

            

            	
              Economista, U. Nacional

            

            	
              52

            

            	
              2001

            
          


          
            	
              1997

            

            	
               

            

            	
               

            

            	
               

            

            	
               

            
          


          
            	
              Leonardo Villar

            

            	
              Bogotá, 1959

            

            	
              Economista, U. de los Andes

            

            	
              37

            

            	
              2009

            
          


          
            	
              Luis B. Flórez (†)

            

            	
              Bogotá, 1948

            

            	
              Economista, U. Nacional

            

            	
              49

            

            	
              2001

            
          


          
            	
              1999

            

            	
               

            

            	
               

            

            	
               

            

            	
               

            
          


          
            	
              Sergio Clavijo

            

            	
              Bogotá, 1955

            

            	
              Economista, U. de los Andes

            

            	
              50

            

            	
              2005

            
          


          
            	
              2001

            

            	
               

            

            	
               

            

            	
               

            

            	
               

            
          


          
            	
              Fernando Tenjo

            

            	
              Bogotá, 1953

            

            	
              Economista, U. de los Andes

            

            	
              48

            

            	
              2013

            
          


          
            	
              Carlos Caballero

            

            	
              Bogotá, 1947

            

            	
              Ingeniero civil, U. de los Andes

            

            	
              54

            

            	
              2003

            
          


          
            	
              2003

            

            	
               

            

            	
               

            

            	
               

            

            	
               

            
          


          
            	
              Juan José Echavarría

            

            	
              Medellín, 1951

            

            	
              Ingeniero administrativo, U. Nacional

            

            	
              52

            

            	
              2013

            
          


          
            	
              2005

            

            	
               

            

            	
               

            

            	
               

            

            	
               

            
          


          
            	
              Carlos Gustavo Cano

            

            	
              Ibagué, 1946

            

            	
              Economista, U. de los Andes

            

            	
              59

            

            	
              2017

            
          


          
            	
              Juan Mario Laserna (†)

            

            	
              Bogotá, 1967

            

            	
              Economista, U. Yale

            

            	
              38

            

            	
              2009

            
          


          
            	
              2009

            

            	
               

            

            	
               

            

            	
               

            

            	
               

            
          


          
            	
              Juan Pablo Zárate

            

            	
              Bogotá, 1971

            

            	
              Economista, U. de los Andes

            

            	
              38

            

            	
              2019

            
          


          
            	
              César Vallejo

            

            	
              Pereira, 1942

            

            	
              Filosofía y letras, U. Javeriana

            

            	
              67

            

            	
              2017

            
          


          
            	
              2013

            

            	
               

            

            	
               

            

            	
               

            

            	
               

            
          


          
            	
              Ana Fernanda Maiguashca

            

            	
              Cali, 1974

            

            	
              Economista, U. de los Andes

            

            	
              39

            

            	
              2021

            
          


          
            	
              Adolfo Meisel

            

            	
              Barranquilla, 1954

            

            	
              Economista, U. de los Andes

            

            	
              59

            

            	
              2018

            
          


          
            	
              2017

            

            	
               

            

            	
               

            

            	
               

            

            	
               

            
          


          
            	
              Gerardo Hernández

            

            	
              Bogotá, 1961

            

            	
              Abogado, U. de los Andes

            

            	
              56

            

            	
              2021

            
          


          
            	
              José Antonio Ocampo

            

            	
              Cali, 1952

            

            	
              Economista y sociólogo, U. Notre Dame

            

            	
              65

            

            	
              2019

            
          


          
            	
              Carolina Soto Lozada

            

            	
              Bogotá, 1973

            

            	
              Economista, U. de los Andes

            

            	
              45

            

            	
              2021

            
          


          
            	
              2019

            

            	
               

            

            	
               

            

            	
               

            

            	
               

            
          


          
            	
              Roberto Steiner

            

            	
              Bogotá, 1959

            

            	
              Economista, U. de los Andes

            

            	
              60

            

            	
               

            
          


          
            	
              2020

            

            	
               

            

            	
               

            

            	
               

            

            	
               

            
          


          
            	
              Arturo Galindo

            

            	
              Bogotá, 1971

            

            	
              Economista, U. de los Andes

            

            	
              49

            

            	
              2021

            
          


          
            	
              2021

            

            	
               

            

            	
               

            

            	
               

            

            	
               

            
          


          
            	
              Bibiana Taboada

            

            	
              Bogotá, 1981

            

            	
              Economista, U. de los Andes

            

            	
              39

            

            	
               

            
          


          
            	
              Mauricio Villamizar

            

            	
              Cali, 1981

            

            	
              Economista, U. de los Andes

            

            	
              39

            

            	
               

            
          


          
            	
              Jaime Jaramillo Vallejo

            

            	
              Pereira, 1950

            

            	
              Abogado y economista, U. Javeriana

            

            	
              70

            

            	
          


          
            	
              Alberto Carrasquilla

            

            	
              Bogotá, 1959

            

            	
              Economista, U. de los Andes

            

            	
              62

            

            	
              2022

            
          

        
      


      
        (†) fallecido.


        s. i. sin información.


        Fuente: elaboración de la autora con base en información publicada en las hojas de vida de los codirectores, así como de internet.

      

    


     


    La experiencia muestra que, por lo general, los codirectores llegan a ser parte de la Junta Directiva a una edad más madura, en el rango entre los 40 y 60 años. Muy pocos han superado esta edad al momento de ser elegidos: César Vallejo (67), José Antonio Ocampo (65) y Jaime Jaramillo (70).


    Con respecto a la profesión que ostentan, la economía ha primado, pues es la carrera de pregrado del 77 % de los codirectores, tres han sido ingenieros, dos abogados y dos filósofos.


    En cuanto al origen universitario, la mayoría se formó en centros de educación privada (43 %), con un marcado predominio de profesionales egresados de la Universidad de los Andes. De veintinueve codirectores de dedicación exclusiva, el 58 % hizo su pregrado en dicha universidad. Las dos siguientes universidades con mayor representatividad son la Javeriana y la Nacional, cada una con tres codirectores. De los miembros de Junta en estas tres décadas, cuatro terminaron sus estudios de pregrado en universidades del exterior.


    En materia de representación regional, el mayor porcentaje lo tiene el centro del país, con dieciséis bogotanos y un ibaguereño. La región paisa (Eje Cafetero y Antioquia) ha aportado seis miembros de Junta, la Costa Atlántica tres y Cali tres.


    La filiación política de los codirectores no ha dejado de despertar curiosidad en la opinión pública, pero también es algo que resulta complejo de determinar.


    Hay quienes sostienen que en los primeros años de la Junta Directiva fue más evidente la representación política, pero con el tiempo ha resultado menos claro, dado el nombramiento de personas muy técnicas que no necesariamente coinciden con la posición política del gobierno que los nombró.


    Según Clavijo (2000), “en el período 1991-2000 primó la representación del Partido Liberal (43 %) frente a la del Partido Conservador (37 %) o los independientes (20 %). Esto resulta consistente con la presencia de mayoría de gobiernos liberales durante dicha época”.


    Sobre la permanencia en el cargo, los codirectores que han completado el período máximo de doce años han sido Salomón Kalmanovitz (1993-2005), Leonardo Villar (1997-2009), Fernando Tenjo Galarza (2001-2013) y Carlos Gustavo Cano (2005-2017). Juan José Echavarría estuvo diez años (2003-2013), pero, teóricamente, completó doce, pues reemplazó a Carlos Caballero Argáez, quien fue elegido codirector en 2001 y renunció en 2003. No hay que olvidar que los miembros de la Junta Directiva cumplen período institucional y no personal.


    También los gerentes Miguel Urrutia (1993-2005) y José Darío Uribe (2005-2017) estuvieron en el cargo durante el máximo tiempo que les permitió la ley (doce años). Juan José Echavarría renunció cuando terminó su primer período legal (2017-2021)


    El retiro voluntario de los codirectores, antes de terminar sus respectivos períodos, no suele caer bien entre los colegas que permanecen en la corporación, pues ocasiona que el presidente de turno tenga que nombrar otro integrante34.


    Esta circunstancia, que se ha presentado en varias ocasiones en estos treinta años, será analizada más adelante y con más detenimiento. Por ahora, cabe señalar que el codirector que menos tiempo permaneció en el cargo ha sido Arturo Galindo, quien se retiró al año de ser nombrado (2020).


    Tres codirectores estuvieron dos años: Carlos Ossa Escobar y Carlos Caballero Argáez. Miguel Urrutia fue dos años codirector de la junta provisional y de allí pasó a la Gerencia General.


    Cuatro codirectores salieron durante el mismo período presidencial en el que fueron nombrados: Carlos Ossa Escobar (1991-1993) en el gobierno de César Gaviria; Juan Mario Laserna (2005-2009) (†) en la administración de Álvaro Uribe; Adolfo Meisel (2013-2018), en la del presidente Juan Manuel Santos, y Arturo Galindo (2020), en el período de Iván Duque.


    Otro aspecto bien interesante es que, en la mayoría de los casos, los codirectores han llegado a la Junta tras su paso por el sector público, lo cual tiene mucho sentido porque es allí donde se adquiere un mejor conocimiento práctico de la realidad macroeconómica del país. Resulta un valor agregado que aporta a las decisiones y al debate interno y, de alguna manera, por esta vía el presidente y el ministro de Hacienda también retribuyen, con un buen cargo, a subalternos y cercanos que han trabajado con entrega y compromiso en puestos públicos, generalmente no muy bien remunerados.


    En este orden, ha predominado el cargo de viceministro, principalmente de la cartera de Hacienda. Ocho codirectores ocuparon previamente esta posición, dos antes fueron subdirectores del DNP y dos llegaron a la Junta después de ser superintendentes bancario y financiero.


    Cabe anotar que los miembros de la Junta Directiva, después de su paso por el Banco, no pueden ser, durante el siguiente año, representantes legales ni miembros de la junta directiva de entidades vigiladas por la Superintendencia Financiera de Colombia. Además, ningún miembro que renuncia puede ser, por el siguiente año, ni ministro ni director de ningún departamento administrativo ni embajador. Esto con el fin de evitar posibles conflictos de interés.


    Un dato curioso adicional. Cuatro personas se han sentado en diferentes sillas como integrantes de la Junta Directiva. Así, Roberto Junguito fue durante ocho años (1991-1999) parte del grupo de codirectores y tres años después volvió a la butaca de ministro de Hacienda (2002-2003), en el gobierno de Álvaro Uribe.


    José Antonio Ocampo presidió la Junta como ministro de Hacienda (1996-1997) del gobierno de Ernesto Samper y veinte años después, en 2017, el presidente Juan Manuel Santos lo nombró codirector del Banco.


    Miguel Urrutia pasó de la Junta Directiva (la provisional) a la Gerencia y mucho más tarde sucedería lo mismo con Juan José Echavarría. Sin embargo, en este caso el salto no fue inmediato: transcurrieron cuatro años entre haber sido codirector y ser elegido gerente general.


     


    
      CUADRO 3. MINISTROS DE HACIENDA QUE HAN PRESIDIDO LA JUNTA DIRECTIVA DESDE 1991 HASTA LA FECHA

    


    
      
        

        

        

        

        
      

      
        
          	
            MINISTROS DE HACIENDA

          

          	
            LUGAR Y AÑO DE NACIMIENTO

          

          	
            PREGRADO Y UNIVERSIDAD

          

          	
            EDAD AL SER NOMBRADOS MINISTROS

          

          	
            PERÍODO EN EL QUE PRESIDIERON LA JUNTA DIRECTIVA

          
        

      

      
        
          	
            Rudolf Hommes

          

          	
            Bogotá, 1943

          

          	
            Administración industrial, Sac State, California U.

          

          	
            48

          

          	
            (ago. 1990ago. 1994)

          
        


        
          	
            Guillermo Perry (†)

          

          	
            Samacá, 1945

          

          	
            Ingeniero mecánico, Universidad de los Andes

          

          	
            50

          

          	
            (ago. 1994- ago. 1996)

          
        


        
          	
            José Antonio Ocampo

          

          	
            Cali, 1952

          

          	
            Economista y sociólogo, U. Notre Dame

          

          	
            44

          

          	
            (jul. 1996nov. 1997)

          
        


        
          	
            Antonio Urdinola

          

          	
            Tuluá, 1939

          

          	
            Economista, U. de los Andes

          

          	
            59

          

          	
            (nov. 1997- ago. 1998)

          
        


        
          	
            Juan Camilo Restrepo

          

          	
            Medellín, 1946

          

          	
            Abogado y economista, U. Javeriana

          

          	
            53

          

          	
            (ago. 1998- ago. 2000)

          
        


        
          	
            Juan Manuel Santos

          

          	
            Bogotá, 1951

          

          	
            Economista y administrador de empresas, Universidad de Kansas

          

          	
            50

          

          	
            (jul. 2000- ago. 2002)

          
        


        
          	
            Roberto Junguito (†)

          

          	
            Bogotá, 1943

          

          	
            Economista, U. de los Andes

          

          	
            60

          

          	
            (ago. 2002-may. 2003)

          
        


        
          	
            Alberto Carrasquilla

          

          	
            Bogotá, 1959

          

          	
            Economista, U. de los Andes

          

          	
            45

          

          	
            (jun 2003feb 2007)

          
        


        
          	
            Óscar Iván Zuluaga

          

          	
            Pensilvania (Caldas), 1959

          

          	
            Economista

          

          	
            49

          

          	
            (feb. 2007ago. 2010)

          
        


        
          	
            Juan Carlos Echeverry

          

          	
            Bogotá, 1962

          

          	
            Economista, U. de los Andes

          

          	
            49

          

          	
            (ago 2010- sept. 2012)

          
        


        
          	
            Mauricio Cárdenas

          

          	
            Bogotá, 1962

          

          	
            Economista, U. de los Andes

          

          	
            51

          

          	
            (ago. 2012ago. 2018)

          
        


        
          	
            Alberto Carrasquilla

          

          	
            Bogotá, 1959

          

          	
            Economista, U. de los Andes

          

          	
            60

          

          	
            (ago. 2018-may. 2021)

          
        


        
          	
            José Manuel Restrepo

          

          	
            Bogotá, 1970

          

          	
            Economista, U. del Rosario

          

          	
            50

          

          	
            (may. 2021-ago. 2022)

          
        

      
    


    
      Fuente: elaboración de la autora con base en información publicada en las hojas de vida de los ministros de Hacienda, así como de internet.

    


     


    
      CUADRO 4. GERENTES DEL BANCO DE LA REPÚBLICA DESDE 1991 HASTA LA FECHA

    


    
      
        

        

        

        

        
      

      
        
          	
            GERENTE GENERAL

          

          	
            CIUDAD Y AÑO DE NACIMIENTO

          

          	
            PREGRADO Y UNIVERSIDAD

          

          	
            EDAD AL ASUMIR LA GERENCIA GENERAL

          

          	
            PERÍODO COMO GERENTE GENERAL

          
        


        
          	
            Francisco Ortega (†)

          

          	
            Bogotá, 1936

          

          	
            Economista, U. de los Andes

          

          	
            49

          

          	
            (oct. 1985- feb. 1993)

          
        


        
          	
            Miguel Urrutia

          

          	
            Bogotá, 1939

          

          	
            Economista, Harvard U.

          

          	
            54

          

          	
            (feb. 1993 - ene. 2005)

          
        


        
          	
            José Darío Uribe

          

          	
            Medellín, 1958

          

          	
            Economista y administrador de empresas, Universidad de Antoquia y Eafit

          

          	
            47

          

          	
            (ene. 2005- ene. 2017)

          
        


        
          	
            Juan José Echavarría

          

          	
            Medellín, 1951

          

          	
            Ingeniero administrativo, U. Nacional

          

          	
            66

          

          	
            (ene. 2017ene. 2021)

          
        


        
          	
            Leonardo Villar

          

          	
            Bogotá, 1959

          

          	
            Economista, U. de los Andes

          

          	
            62

          

          	
            Desde ene. 2021

          
        

      
    


    
      Fuente: elaboración de la autora con base en información publicada en las hojas de vida de los gerentes, así como de internet.

    


    
      
        2 De tiempo atrás, muchos economistas y abogados, dentro y fuera del Banco, se habían mostrado partidarios de eliminar la Junta Monetaria, pues la consideraban la mayor distracción que impedía bajar la inflación y, en este orden, consideraban importante una reforma a la banca central del país.

      


      
        3 El camino para convocar una Asamblea que llevara a la reforma de la Carta Política nació con el gobierno del presidente Virgilio Barco. A comienzos de 1988 fue el mandatario liberal quien propuso la idea de realizar un plebiscito con la finalidad de eliminar la prohibición de reformar la Constitución por métodos extraordinarios, asunto que provenía del Plebiscito de 1957 (la Carta Política solo se podría reformar vía Congreso). Fue lo que se llamó el Plebiscito por el Plebiscito. Después de muchas ideas, propuestas y tropiezos, en las elecciones presidenciales del 27 de mayo de 1990 se incluyó la consulta popular a favor de la Asamblea Constituyente, que obtuvo el 86 % de los votos. El presidente César Gaviria, ganador de la contienda, convocó la Asamblea.

      


      
        4 Una vez se posesionó, el presidente César Gaviria expidió el Decreto 1926 del 24 de agosto de 1990, que definió la convocatoria al pueblo para ir nuevamente a las urnas el 9 de diciembre de ese año para escoger a quienes lo representarían en la Asamblea Constitucional. Básicamente, se abordarían asuntos del Congreso; la justicia y el ministerio público; la administración pública; los derechos humanos; los partidos políticos y la oposición; el régimen departamental y municipal; los mecanismos de participación; el estado de sitio, y temas económicos y de control fiscal. Pero estos dos últimos no hacían alusión expresa al banco central o al sistema monetario. Tenían que ver con planeación económica, el régimen de hacienda pública y la consagración del principio de la economía solidaria.

      


      
        5 El 9 de octubre de aquel año la Corte Suprema de Justicia, en sentencia S-138, declaró la exequibilidad del decreto, con excepción de algunas disposiciones que limitaban la Asamblea a un temario estrecho. El fallo, además, le quitó el control judicial a la Corte Suprema para que revisara lo que de la Constituyente se concluyera.

      


      
        6 En entrevista con Jorge Enrique Ibáñez para este libro; 1 de octubre de 2018.

      


      
        7 En entrevista para este libro; Bogotá, octubre de 2018.

      


      
        8 Un documento en este sentido había sido publicado en la Revista Jurídica de la Universidad de Puerto Rico, bajo el título “Propuesta sobre el régimen monetario en la Reforma Constitucional en Colombia” (Ibáñez, 1991).

      


      
        9 En febrero de 1991, The Economist citó un estudio de Alberto Alesina, economista italiano y profesor de la Universidad de Harvard, sobre la ventaja de los bancos independientes. Francisco Ortega dio la orden de circular dicho artículo entre los técnicos del Banco.

      


      
        1010 En entrevista para este libro en septiembre de 2018.

      


      
        11 El presidente Belisario Betancur lo nombró gerente general del Banco de la República (1982-1985), cargo al que aspiraba Francisco Ortega, quien decidió, entonces, retirarse de la entidad, para retornar cuando Hugo Palacios fue nombrado ministro de Hacienda (para los últimos ocho meses del gobierno de Belisario), en reemplazo de Roberto Junguito. El presidente Betancur designó a Ortega como gerente general del Banco de la República por petición directa de Palacios.

      


      
        12 Años después, Palacios afirmaría que, desde antes de la convocatoria a la Asamblea Constituyente, en el país había un debate sobre la función constitucional y económica del Banco de la República. Dice que no hubo una creación única sacada del interior de la institución y que, en este orden, debe señalarse que la reforma fue la culminación de inquietudes bien antiguas de personas conocedoras del derecho y la economía. Este comentario hace parte de una charla que sostuvo el exministro Hugo Palacios con Roberto Steiner y Alberto Boada, funcionarios del Banco de la República (2015).

      


      
        13 Vale anotar que en algunos países, como Inglaterra, el gobierno determina la meta de inflación, y al banco central le corresponde “instrumentarla”.

      


      
        14 Entrevista del Banco de la República a César Gaviria (octubre de 2015).

      


      
        15 La primera comisión estaría a cargo de principios, derechos y reforma constitucional. La segunda sobre autonomía regional. La tercera para tratar aspectos de Gobierno y Congreso. La cuarta sobre administración de justicia y ministerio público, y la quinta relacionada con temas económicos, sociales y ecológicos.

      


      
        16 Hommes concluía que, con la propuesta del Banco, Alfonso Palacio Rudas y Francisco Ortega estaban empeñados en tumbar la Ley 9.ª de 1991.

      


      
        17 Alfonso Palacio Rudas y Jorge Enrique Ibáñez redactaron el literal b) del numeral 19 del artículo 150, sobre las competencias del Congreso. Este quedó así: “Regular el comercio exterior y señalar el régimen de cambio internacional, en concordancia con las funciones que la Constitución consagra para la Junta Directiva del Banco de la República”.

      


      
        18 El constituyente Guillermo Perry presentó la siguiente constancia:


        He decidido retirar mi propuesta sustitutiva y votar el articulado recomendado por la comisión accidental, en el entendido de que la Asamblea ha optado por subordinar el ejercicio de las funciones de la nueva autoridad monetaria cambiaria y crediticia al principio de unidad de la política económica, evitando un eventual desmembramiento de esta que hubiese podido acarrear males al país.


        En efecto, el nuevo texto, como lo solicité en mi intervención en el debate, deja en claro que habrá una política económica, al consagrar el principio de que el Banco ejercerá sus funciones en coordinación con la política económica y no como decía el texto anterior “en coordinación con el resto de la política económica”. Hubiese preferido, por supuesto, la expresión “El Banco ejercerá sus funciones siguiendo las orientaciones generales de la política económica” como se sugería en mi propuesta sustitutiva, por su mayor claridad al respecto.


        Aspiro a que la voluntad de la Asamblea sea suficientemente clara para los intérpretes futuros y que con ello se eviten conflictos institucionales severos en el manejo de la política económica, que podrían dar al traste con la coherencia y moderación que ésta ha observado hasta el presente.


        Por lo demás, pienso que el texto del artículo (c) mejoró notablemente al permitir una mayor flexibilidad y coordinación en el manejo futuro de la política fiscal y monetaria. Felicito al doctor Palacio Rudas que obtuvo en una intervención lo que no pude conseguir yo en un mes de discusiones en el seno de la Comisión Quinta.

      


      
        19 Hernández y Jaramillo (2017: 187) señalaron al respecto: “Las facultades consagradas por el Decreto 756 de 1951 para el Banco de la República y la nueva conformación de su Junta Directiva hicieron que el ejercicio de la soberanía monetaria quedara en manos privadas”.

      


      
        20 El Decreto 2206 de octubre de 1963 determinó sus atribuciones.

      


      
        21 Virgilio Barco se posesionó el 7 de agosto de 1986, pero la primera reunión de la Junta Monetaria se vino a hacer solo hasta diciembre.

      


      
        22 Fundada por Rodrigo Botero, María Mercedes Cuéllar y Rudolf Hommes, la revista fue editada entre 1977-1988.

      


      
        23 Las últimas decisiones de la Junta Monetaria tuvieron que ver, entre otras, con la flexibilización en las operaciones de las entidades de financiamiento hipotecario (Res. 4/1990), la graduación de las compañías de financiamiento comercial como entidades financieras y la liberalización en los préstamos de los establecimientos de crédito (Res. 10/1990).

      


      
        24 Entrevista del Banco de la República al expresidente César Gaviria en 2015. Claramente, al mandatario, sin embargo, le correspondió la elección de toda la Junta Directiva, por ser este el momento de partida de la nueva banca central.

      


      
        25 En entrevista para este libro (2018). Para aquella época de la historia Jorge Enrique Ibáñez era asesor jurídico de la Gerencia del Banco.

      


      
        26 “La Ley, por iniciativa del gobierno, determinará la composición de la Junta Directiva del Banco de la República, las calidades y el período de sus miembros quienes serán designados por el presidente de la República. La Junta Directiva será presidida por el ministro del ramo” (Banco de la República, 1991a).

      


      
        27 En entrevista para este libro (2018). Jorge Enrique Ibáñez fue asesor jurídico de la Gerencia General del Banco de la República y un estrecho colaborador de Francisco Ortega.

      


      
        28 En entrevista para este libro, Bogotá (2018).

      


      
        29 Entrevista del Banco de la República al expresidente Gaviria (2015).

      


      
        30 Sobre este tema, el trabajo de Sergio Clavijo (2000) señala que no existe un buen parámetro de referencia sobre el número de integrantes que debería tener la Junta Directiva, pues en una muestra amplia de 34 bancos centrales se encontró que los miembros del cuerpo directivo fluctuaban entre tres (en Dinamarca y Suiza) y dieciocho (en el caso del Banco Central Europeo), con promedio cercano a los ocho miembros por Junta. En unos casos la selección de sus miembros contiene criterios legales de representación regional, como en Alemania y los Estados Unidos. En otros se complementa con la representación gubernamental y académica externa.

      


      
        31 El abogado Fernando Coral Villota, después de ser asesor en la Comisión Quinta, fue elegido para integrar el llamado Congresito. Posteriormente, fue presidente del Consejo Superior de la Judicatura. En 2018 fue entrevistado para este libro.

      


      
        32 Sobre las calidades para ser miembro de dedicación exclusiva, el artículo 29 de la Ley 31 de 1992 señala las siguientes: ser colombiano y ciudadano en ejercicio. Tener título profesional. Haber desempeñado cargos públicos o privados con reconocida eficiencia y honestidad. Haber ejercido su profesión con buen crédito o la cátedra universitaria; en cualquiera de los casos, sumados, durante un período no menor de diez años, en materias relacionadas con la economía general, el comercio internacional, la moneda, la banca, las finanzas públicas o privadas o el derecho económico.

      


      
        33 Hasta la fecha de finalizado este libro en agosto de 2021.

      


      
        34 Renunciaron en medio de su período: Carlos Ossa (1993), María Mercedes Cuéllar (1996), Carlos Caballero Argáez (2003), Adolfo Meisel (2018), José Antonio Ocampo (2019), Juan Pablo Zárate (2019), Arturo Galindo (2020) y Carolina Soto (2021).

      

    

  


  
    
Capítulo 1:
 Tareas iniciales y la elección de una junta de grandes quilates


    Gobierno de César Gaviria Trujillo, 1990-1994


    LA PRIMERA JUNTA DIRECTIVA, UN GRUPO DE PESOS PESADOS



    Para que el nuevo Banco de la República comenzara a operar con autonomía e independencia, como ordenó la Constitución de 1991, se requería una Junta Directiva de gran carácter y muchos quilates.


    Era clave, entonces, que aquella primera designación recayera en personas con amplia trayectoria profesional y reconocido peso técnico, e incluso político, para que ganara respeto desde el inicio.


    Al presidente de la República, César Gaviria, le correspondió nombrar a los cinco codirectores que serían la máxima autoridad monetaria, cambiaria y crediticia a partir de la fecha. Fue una excepción, pues la nueva Carta Política determinó que un mismo gobierno no podría elegir a todos los integrantes (solo dos miembros en la mitad de cada mandato presidencial), para no llegar a constituir mayoría35 y poner en riesgo la independencia de la Junta Directiva.


    Fue así como el 25 de julio de 1991 el gobierno designó a los economistas Carlos Ossa Escobar, Miguel Urrutia Montoya, Roberto Junguito Bonnet, María Mercedes Cuéllar, y al abogado Néstor Humberto Martínez Neira36. Esta sería una Junta de carácter temporal, mientras se cumplían los trámites del proyecto de Ley orgánica del Banco que desarrollaría lo establecido en la Constitución. Los otros dos integrantes de la corporación eran Francisco Ortega Acosta, gerente general del Banco de la República, y Rudolf Hommes, ministro de Hacienda, quien, además, actuaría como presidente de la Junta.


    Reunir en aquella primera Junta Directiva a tan destacados profesionales resultó un gran acierto, algo que ha sido probado cuando se mira la historia en perspectiva.


    Pero ¿cómo fue el proceso de selección de los candidatos? Para los directos protagonistas, la persona clave en la escogencia fue el ministro de Hacienda de entonces, Rudolf Hommes Rodríguez, quien ejercía un gran liderazgo en el sector económico y era escuchado con atención en el alto gobierno.
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